1
5
TUTELA 1ª. INSTANCIA.

66001-22-05-003-2009-00058-00
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

[image: image1.png]



PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, diciembre siete de dos mil nueve.

Acta 0130 de dic 7/09.
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Se dispone la Judicatura a resolver, mediante este proveído, la petición de amparo constitucional invocada por la señora MARÍA LUCERO SÁNCHEZ PINEDA contra el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, siendo vinculado el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por una presunta violación de su derecho fundamental al debido proceso.

I. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES
a. ACCIONANTE:

Se trata de la señora MARÍA LUCERO SÁNCHEZ PINEDA, identificado con la c.c. No. 42.058.224 de Pereira, vecino del municipio de Dosquebradas, quien actúa en su propio nombre y representación.

b. ACCIONADO:

Es el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, cuya titular es la Dra. Amparo Rengifo Santibáñez.

Se dispuso además la vinculación del Instituto de Seguros Sociales, quien fue el encargado de cumplir con la condena impuesta en la sentencia dictada dentro del proceso ordinario de primera instancia en el que se gestó la presunta vulneración.

II. HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES Y ACTUACIÓN PROCESAL.
Relata la accionante, que el día 28 de febrero de 2005, presentó demanda ordinaria laboral de primera instancia contra Colfondos y la Cooperativa de Transporte Colectivos del Café, pidiendo el reconocimiento para sí y para su menor hija de la pensión de sobrevivientes, conforme los lineamientos de la Ley 100 de 1993, correspondiendo el trámite de la misma al Juzgado Primero Laboral de esta ciudad.

El 13 de septiembre siguiente, se adelantó la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, la cual se suspendió para integrarse el litisconsorcio con el ISS, continuándose el 9 de noviembre de 2005, superándose todas las fases de tal acto público. El 6 de abril de 2006, se adelantó la segunda audiencia de trámite, pero antes, el 7 de marzo, Colfondos allegó un oficio informando que se trasladaron todos los aportes del causante al ISS. 
Para confirmar tal información se remitió oficio al ISS, el cual sólo vino a ser contestado el 10 de agosto de 2007, lo que impidió en varias ocasiones se adelantara la audiencia de juzgamiento. El 21 de agosto de ese mismo año, la apoderada de la aquí accionante, solicitó a la célula judicial accionada, que se ingresara el proceso a Despacho para proferir el fallo respectivo, lo que generó que se dictará un auto el 10 de septiembre de 2007 fijando fecha para la audiencia de juzgamiento el día 12 de octubre de 2007 a las 9:30 a.m., siendo suspendida para el día 30 de noviembre de 2007, postergándose posteriormente al 7 de diciembre, sin que se profiriera la decisión respectiva.

La apoderada de la accionante acudió a hablar con la Jueza el 15 de febrero de 2008 a fin de que se dictara la decisión respectiva, informándole ésta que la decisión se dictaría, probablemente dentro de los 8 días siguientes, lo que no ocurrió, acudiendo nuevamente la togada a hablar con la operadora judicial quien le informó que se fijaría como fecha para la decisión de fondo el 4 de abril de 2008.

De esta fecha se le informó a la hija del accionante, la que manifestó su inconformidad ante tanta demora para dictar la providencia, por lo que se presentó la respectiva queja ante el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Disciplinaria el día 29 de febrero de 2008, siendo proferida la decisión respectiva en esa misma fecha, después de haber señalado el 4 de abril de 2008, por lo que la parte actora no se pudo notificar de la misma, impidiéndose así el ejercicio al derecho de impugnación, pues la sentencia salió negando las pretensiones, reconociendo la pensión a la hija de la accionante y del causante, pero negándola respecto a la actora, por la inexistencia de prueba que acreditara la convivencia, cuando el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, no hace tal exigencia cuando la pensión se genera por la muerte de un afiliado, debiéndose entonces dar el valor respectivo al registro civil de matrimonio aportado con la demanda, por lo que el Despacho accionado incurrió en una vía de hecho por valoración defectuosa del material probatorio, constituyendo esto una retaliación por la queja presentada.

Destaca que el fallo carece de sustento y además fue clandestino, por lo que no pudo ser impugnado en tiempo.

Por tales motivos, solicita que se tutele su derecho al debido proceso, al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social y a recurrir las decisiones judiciales y, en su lugar, se deje sin efectos la sentencia del 29 de febrero de 2008 y se ordene dictar otra valorando debidamente las pruebas allegadas al proceso o, en subsidio, se declare la nulidad de lo actuado desde el 12 de octubre de 2007.
Mediante auto del 25 de noviembre último, se avocó el conocimiento de la presente decisión, disponiéndose la vinculación del ISS, quien guardó silencio, y la realización de una inspección judicial al expediente. Así mismo se dispuso dar traslado al Despacho accionado, el cual allegó escrito por fuera del término concedido.
No existiendo trámites pendientes, se dispone esta Sala a proferir la decisión que en derecho corresponda, previas las siguientes, 

III. CONSIDERACIONES
a. Competencia. 

En virtud de lo normado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, esta Sala es competente para conocer de la presente petición de amparo constitucional. 

b. Problema jurídico a resolver.
Le corresponderá a esta Sala verificar si en efecto, existió violación a algún derecho fundamental del accionante, dentro de la actuación jurisdiccional adelantada en el despacho accionado. Para ello, constituye punto ineludible de partida, la procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, debiéndose estudiar las condiciones generales y específicas para ello.
c. Causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.

La Corte Constitucional, como tribunal encargado de la guarda de la Constitución, ha decantado una fuerte línea jurisprudencial abundante doctrina sobre la procedencia de esta acción espacialísima de amparo frente a las decisiones de los jueces, acuñando inicialmente el concepto de “vía de hecho”, según el cual, cuando una providencia judicial se alejaba del texto superior de la Constitución o de las normas vigentes, generando ello la violación de derechos fundamentales, era procedente la acción tutelar.

Posteriormente, ese concepto fue modificado por el de “causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, cambio que se gestó a partir de la sentencia de tutela 949 de 2003, con ponencia de Eduardo Montealegre Lynett, que expresó, entre otras consideraciones, las siguientes:
“Esta Corte ha redefinido dogmáticamente el concepto de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales. En esta tarea se ha reemplazado el uso conceptual de la expresión “vía de hecho” por la de “causales genéricas de procedibilidad”. Lo anterior ha sido inducido por la urgencia de una comprensión diferente del procedimiento de tutela con tal de que permita "armonizar la necesidad de proteger los intereses constitucionales que involucran la autonomía de la actividad jurisdiccional y la seguridad jurídica, sin que estos valores puedan desbordar su ámbito de irradiación y cerrar las puertas a la necesidad de proteger los derechos fundamentales que pueden verse afectados eventualmente con ocasión de la actividad jurisdiccional del Estado”.

La misma jurisprudencia constitucional ha señalado los eventos en los cuales es procedente la interposición de tutela contra decisiones adoptadas en virtud de la actividad jurisdiccional del Estado. Dichos eventos son:

“(i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”. 

Pero además de las referidas causales, que se denominan específicas, es necesario que se verifiquen previamente, en el caso concreto, otros presupuestos genéricos para que la acción de tutela contra providencias judiciales sea procedente, los cuales fueron fijados por el órgano guardián de la Constitución, en pronunciamiento C-590 de 2005, con los siguientes términos:
“24.  Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. (…)
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[
].(…)
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, (…)
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[
].(…)
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[
].(…)
f. Que no se trate de sentencias de tutela[
]. (…)”
.(negrillas para destacar).  

Obsérvese pues, que no sólo deberá el operador jurídico en sede de tutela, entrar a verificar la ocurrencia de alguno de los defectos específicos ya citados, sino, de manera previa, establecer el cumplimiento de los presupuestos generales que determinan la viabilidad de la de acción de tutela.

d. Caso concreto.

Lo primero que debe realizar la Sala es verificar si se reúnen, en el sub-lite los denominados presupuestos generales de procedencia de la acción tutelar contra providencias judiciales. 

En este análisis, la Sala encuentra que se incumple con uno de tales exigencias, como lo es el de la inmediatez.
En efecto, se tiene que la afectación a los derechos fundamentales mencionados, supuestamente se surtió el 29 de febrero de 2008, sin embargo, sólo se acude a esta vía de protección, a finales del mes de noviembre de 2009, es decir, habían pasado más de 20 meses desde la mella de las garantías fundamentales, lo que desdice de la gravedad y urgencia propias de esta actuación constitucional.

Vale recordar que si bien no existe un término legal dentro del cual deba presentarse la acción de tutela, el acudimiento a este mecanismo debe hacerse en forma pronta y expedita, salvo que exista una circunstancia que justifique la tardanza, tendiendo en cuenta que lo que está en juego son derechos fundamentales, pilar fundamental del modelo estatal adoptado en la Constitución Política de Colombia.

Para reforzar el argumento expuesto, la Sala de Decisión se permite traer a colación el siguiente precedente jurisprudencial:

“A este respecto, ha sostenido reiteradamente la Corte que si bien la acción de tutela puede ejercerse en cualquier tiempo, ello no significa que el amparo proceda con completa independencia de la fecha de presentación de la solicitud de protección. Por ello, concretamente ha dicho la Corte, que la tutela resulta improcedente cuando la demanda se interpone después de transcurrido un lapso considerable desde la fecha en que sucedieron los hechos o viene presentándose la omisión que afecta los derechos fundamentales del peticionario, y en tal medida justifican su solicitud. 

Esta regla es producto de un elemental razonamiento: en vista de la gravedad que reviste la violación de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de tutela ha sido creada para hacer posible la protección inmediata de tales derechos, todo lo cual necesariamente hace presumir la urgencia que apremiará al accionante. Si, en cambio, éste se toma un tiempo considerable para solicitar el amparo, ello es claro indicio de la comparativa menor gravedad de los hechos que justifican su solicitud, de tal modo que no resulta imperativo brindar en estos casos la espacialísima e inmediata protección que caracteriza a la acción de tutela”
(negrillas para destacar). 

En el presente caso, se itera, existió un amplió e injustificado plazo entre la presunta vulneración de derechos fundamentales alegada y la petición de amparo constitucional, por lo que la petición de amparo resulta improcedente, conforme lo anotado. 

Corolario de lo antedicho, se negará el pedido constitucional, sin que sea necesario adentrarse a verificar los demás argumentos expuestos por la tutelante.
IV. DECISIÓN
Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA:
PRIMERO: NEGAR por improcedente la acción de tutela impetrada por la MARÍA LUCERO SÁNCHEZ PINEDA, contra el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, siendo vinculado el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

SEGUNDO: Notifíquese la presente decisión a las partes por el medio más eficaz, informándoles la procedencia del recurso de impugnación.
TERCERO: En el evento de que este fallo no sea impugnado se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES



JORGE ALBERTO DIAZ CADAVID   


      Conjuez
CARLOS ARTURO MERCHÁN FORERO
Conjuez
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria
TEMA: Procedencia de la tutela contra sentencias judiciales. Presupuestos generales y específicos. Para que por medio de la acción de tutela se pueda atacar una decisión judicial, es necesario que se cumplan unos presupuestos, los primeros, de carácter general, los cuales consistente, entre otros, en la inmediatez y que se hayan agotado todos los recursos legales existentes. Verificados estos presupuestos, se deberá analizar si la providencia que se ataca por esta vía constitucional, se encuentra inmersa en una de las causales señaladas por la jurisprudencia constitucional, como lo son: “(i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”. Inmediatez. Si la decisión judicial que se ataca por vía de tutela, fue proferida con mucho tiempo de antelación a la presentación de la petición de amparo y no existe una justificación para esto, resulta improcedente la acción constitucional.











� Sentencia T-504/00. 


� Sentencias T-008/98 y SU-159/2000


� Sentencia T-658-98


� Sentencias T-088-99 y SU-1219-01


� M.P. Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO.


� Sentencia T-001 de 2007. M.P. Dr.. NILSON PINILLA PINILLA.
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